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La UF y los riesgos de 
legislar desde el eslogan 

  

Señor Director: 

La propuesta de derogar la UF busca, como 

todas las medidas populistas, ofrecer una rápida 

solución (aparente) a un problema complejo. 

El problema se refiere a como las partes de un 

contrato de ejecución prolongada en el tiempo 

se distribuyen los riesgos de inflación futu- 

Ta, sean estas acreedor y deudor hipotecario, 

arrendador y arrendatario, proveedor y cliente 

de servicios de educación, asegurador de salud 

y asegurado. 

La UF nació en un contexto de alta inflación 

para fomentar el ahorro y permitir el otorga- 

miento de crédito bajo instrumentos de largo 

plazo, vital para el mercado inmobiliario. Por 

su utilidad, su uso se extendió libremente a 

instancias más allá de la meramente financiera, 

reclamándose hoy en día como argumento para 

su eliminación que su amplio uso, y por ende la 

reajustabilidad bajo esos contratos, sería injusto 

o abusivo. 

Si este fuera realmente el caso, la solución 

entonces debiera buscarse bajo principios de 

protección al consumidor, únicamente en aque- 

llas instancias en que exista una real asimetría 

de información y poder negociador entre las 

partes, regulando en los cuerpos normativos 

correspondientes los mecanismos de reajuste 

que puedan constituir cláusulas abusivas. En el 

resto de sus usos, que son la mayoría, eliminar 

la UF simplemente nos privará de una probada 

alternativa para regular el efecto de la inflación 

en contratos de largo plazo, empujando a las 

partes a resolver el problema mediante meca- 

nismos menos eficientes, como serían el uso de 

monedas extranjeras, o el incorporar antici- 

padamente la inflación esperada en el precio, 

más un adicional por el riesgo de estimarla, 

empeorando el acceso al crédito y las condicio- 

nes en que este estará disponible. 
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: Señor Director: 

: Conviene detenerse en la hipótesis planteada 

: en la columna de Rodrigo Castillo publicada el 

: pasado martes en DF, no solo por lo forzada que 

: resulta, sino también por la afirmación riesgosa 

: que conlleva: que la seguridad del sistema eléc- 
: trico estaría comprometida debido a la situación 

: de los consejeros del Coordinador Eléctrico 

: Nacional (CEN). Este argumento carece de 

: sustento técnico y desacredita una instituciona- 

: lidad creada precisamente para garantizar una 

E operación independiente y profesional, sujeta 

: -como corresponde- ala fiscalización de la SEC. 

: Proponer que, ante la mera formulación de 

: cargos, los consejeros debieran ser suspendi- 

: dos de inmediato -como sugiere el autor- no 

: solo es jurídicamente improcedente, sino que 

también representa un riesgo institucional. 

: Si esa hubiera sido la intención del legislador, 

: lo habría previsto en la normativa. Elevar una 

: imputación al nivel de una condena anticipada 

: vulnera principios fundamentales del debido 

: proceso y sienta un precedente que podría afec- 

: tar gravemente el funcionamiento de cualquier 

: organismo técnico. 

: La alusión a una supuesta “doctrina política” y 

: la idea de aplicarla al sistema eléctrico solo re- 

: fuerzan la necesidad de contar con un operador 

: técnico e independiente, ajeno a los vaivenes 

políticos. 
: En medio de la incertidumbre que enfrenta hoy 

: el sector eléctrico marcada por un marco regu- 

: latorio que desincentiva la innovación, alzas de 

: precios y promesas incumplidas-, lo verdadera- 

: mente útil sería dejar atrás las disputas de corto 

: plazo y recuperar la mirada estratégica que 

históricamente ha caracterizado al sector. Es 

: tiempo de volver a enfocarse en un suministro 

: eléctrico confiable, renovable y competitivo, 

: capaz de sostener el crecimiento y la producti- 

: vidad que Chile tanto necesita. 
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Claves para una convergencia política 
y económica sostenible 

hile se encuentra sumido en una pro- 

funda crisis política, caracterizada por la 

polarización y la incapacidad de generar 

políticas públicas que impulsen el bienestar 

y progreso. La falta de acuerdos que prioricen el 

bien común ha frenado el desarrollo, sumiendo 

a nuestra economía en un estado de letargo y a 

nuestra población en la frustración. 

El debate público, dominado por el corto plazo 

y el populismo, ha erosionado la visión de un 

proyecto país inspirador. Más aún, decisiones 

pasadas, como las reformas tributarias y labo- 

Tales mal concebidas, han agravado la situación, 

demostrando la imperiosa necesidad de políticas 

públicas de calidad, con visión de largo plazo, 

que corrijan los errores pasados y sienten las ba- 

ses para un futuro próspero. No podemos permi- 

tir que la miopía política y las malas decisiones 

sigan lastrando el potencial de Chile. 

Hubo un tiempo en que el país, impulsado 

por un gran consenso nacional, alcanzó un 

crecimiento promedio de 6%. Ese periodo de 
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“Para que Chile desarrolle 
su potencial, el crecimiento 
debe ser la prioridad. 
Iniciativas como Con Permiso 
para Crecer, Un Pacto por 
el Desarrollo y El Puente 
proponen caminos concretos 
para salir del estancamiento”. 
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El problema del 
salario mínimo 

n los últimos años, el salario mínimo en 

Chile ha experimentado un dinamismo que 

no se condice con el exhibido por la activi- 

dad económica. En términos concretos, se 

puede constatar que entre 2021 y 2025 pasó de 

$337.000 hasta $ 529.000, lo que representa un 

incremento de 57% en términos nominales, y 

de 20% en términos reales. En cambio, en dicho 

período la actividad solo aumentó en 8,6%. Por 

tanto, estamos frente a un claro desalinea- 

miento. 

Usted concordará conmigo en 

que es más que sensato apostar por 

incrementos del salario mínimo que 

vayan más allá del crecimiento de 

la productividad, como una manera 

de apurar el progreso de aquellos 

trabajadores que exhiben menores 

niveles de capital humano. El proble- 

ma es que eso no es inocuo y tiene 

consecuencias. Es como comúnmen- 

te se señala, “there is no free lunch”, en otras 

palabras, todo tiene un costo. 

El problema del salario mínimo es que, para 

que tenga sentido su fijación, este debe ser res- 

trictivo, es decir, debe ubicarse por sobre lo que 

llamamos “el punto de equilibrio” de mercado. 

Si se estableciera en un nivel equivalente o 

algo por debajo de este punto, sería totalmente 

inoficioso. Pero claro, fijarlo por sobre el equi- 

librio trae como consecuencia la generación de 

desempleo, ¿cuánto desempleo? Pues depen 

auge debe inspirar nuestro presente. Debemos 

reavivar ese espíritu en que la convergencia de 

visiones hizo posible el desarrollo económico y 

social mas exitoso de nuestra historia republi- 

cana. 

Para que Chile desarrolle su potencial y 

satisfaga las expectativas sociales, el crecimien- 

to económico debe ser la prioridad. Iniciativas 

como Con Permiso para Crecer, Un Pacto por 

el Desarrollo y El Puente proponen caminos 

concretos para salir del estancamiento. Estas 

propuestas deben ser la base para un nuevo 

pacto social. 

Las empresas, motor de nuestra economía, 

son las que representadas por los gremios deben 

liderar el cambio. 

El Estado, a su vez, tiene la responsabilidad de 

generar las condiciones habilitantes que permi- 

tan a las industrias su correcto funcionamiento. 

Necesitamos un Estado que coopere con las 

empresas y que comprenda que un Fisco sólido 

solo se construye sobre una economía robusta y 
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derá de qué tan restrictivo sea: mientras más 

por encima se ubique del salario de equilibrio, 

más desempleo provocará. En un interesante 

análisis Albagli et. al. (2024) muestran que “en 

términos relativos, los aumentos más recientes 

del salario mínimo se han reflejado en un 

aumento de los costos laborales y un impacto 

negativo en el nivel de empleo de las empresas 

con más trabajadores sujetos a este” (IPoM de 

diciembre de 2024). 

Así, el salario mínimo no garantiza un 

ingreso mínimo. En efecto, dado que genera 

desempleo, no todos podrán beneficiarse de su 

incremento, pues habrá quienes perderán su 

empleo. Y para ellos, su nuevo nivel de ingreso 

en el mercado laboral será de cero. 

El problema, además, es que encarece la 

mano de obra de baja calificación que tienen 

asociada una menor productividad marginal-, 

motivando a las empresas a moverse hacia 

procesos productivos menos intensivos en 

mano de obra (sobre todo de baja calificación). 

Junto con ello, el salario mínimo afecta de ma- 

nera más fuerte a las empresas más pequeñas. 

“El salario mínimo no garantiza un 
ingreso mínimo. Dado que genera 
desempleo, no todos podrán 
beneficiarse de su incremento, e 
habrá quienes perderán su emp ep” 

En efecto, un reciente estudio del OCEC-UDP 

revela que tres de cada cuatro trabajadores que 

ganan el salario mínimo se desempeñan en la 

micro y pequeña empresa. 

En consecuencia, el salario mínimo hace 

promesas, por así decirlo, que no es capaz de 

honrar: mayores ingresos para los trabajado- 

res. Ello me recuerda una famosa canción de 

Ricardo Arjona (“El problema”) que dice: “El 

problema no es que mientas, el problema es 

que te creo”. 

  

dinámica. 

En un punto de inflexión histórico, Chile hoy 

tiene la capacidad de forjar su destino como un 

líder en la economía del futuro. Nuestros abun= 

dantes recursos naturales, energías renovables, 

industrias de vanguardia y fuerza laboral resi- 

liente, nos posicionan para un futuro exitoso. 

No obstante, proyectos por US$ 97.000 

millones, según la plataforma Prisma de Sofofa, 

aguardan en el limbo de la burocracia. Para 

desatar esta fuerza transformadora, se necesita 

un pacto nacional que trascienda la polarización 

política, uniendo al sector público y privado en 

una visión común. 

Políticas públicas que impulsen la inversión, 

fortalezcan la certeza jurídica, modernicen las 

instituciones, promuevan la innovación, el 

desarrollo del capital humano, la inclusión de la 

mujer, y la diversificación de las exportaciones 

son esenciales. Tenemos la responsabilidad 

de crear una nueva visión de país compartida, 

ambiciosa y transformadora.
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